
DICTAMEN No.208 
 
DOCTOR ERNESTO MARCOS EDELMANN, SECRETARIO DEL TRIBUNAL 
SUPREMO POPULAR.  
  
CERTIFICO: que el Consejo de Gobierno de este Tribunal en sesión celebrada 
el día ocho de enero de mil novecientos ochenta y cinco, adoptó el acuerdo que 
copiado literalmente dice así:  
Número 6. Se da cuenta con consulta formulada por el Presidente del Tribunal 
Provincial Popular de Matanzas que es del siguiente tenor:  
"El Decreto Ley número 83, de fecha 1ro de octubre del presente año, dictado 
por el Consejo de Estado, dispuso en su artículo primero la cancelación de 
oficio, en el Registro Central de Sancionados, de los antecedentes penales 
provenientes de sentencias dictadas por los juzgados correccionales, por los 
juzgados municipales en función de correccional y por los tribunales populares 
extinguidos todos por la Ley 1250 de junio de 1973. 
En los archivos del Tribunal Provincial Popular de Matanzas, así como en los 
tribunales municipales populares, existen expedientes radicados, de acuerdo a 
lo establecido en el ya mencionado Decreto Ley número 83. 
Además hay expedientes archivados provisionalmente del Juzgado de 
Instrucción de Matanzas; expedientes diversos tramitados por los Juzgados 
Municipal y Norte de la Ciudad de Matanzas, expedientes resueltos de 
accidentes de trabajo, libros de entrada y salida de correspondencia, 
presentación de escritos y otros que datan de diversos años, y que están 
realmente ocupando espacio en los archivos de nuestro Tribunal, por lo que al 
eliminarse los mismos resultaría provechoso para el desenvolvimiento del 
trabajo en el archivo.  
A tales efectos le consultamos:  
1. Si los procesos, en los cuales se ha dispuesto en el referido Decreto Ley 
número 83 del Consejo de estado, la cancelación de oficio en el Registro 
Central de Sancionados de los antecedentes penales, provenientes de 
sentencias dictadas por los juzgados correccionales, por los juzgados 
municipales en funciones de correccionales, y por los tribunales populares, los 
expedientes que obran en nuestro poder pueden ser enviados a materia prima.  
2. Si los expedientes archivados provisionalmente del Juzgado de Instrucción; 
expedientes diversos tramitados por los Juzgados Municipales y Norte de 
Matanzas, expedientes resueltos de accidentes del trabajo, libros de entrada y 
salida de correspondencia, presentación de escritos y otros que datan de 
diversos años pueden enviarse a materia prima o ser incinerados?". 
El Consejo, a propuesta del Presidente de la Sala de lo Penal, acuerda evacuar 
la consulta en los términos del siguiente: 
DICTAMEN No.208 
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 20, párrafo primero, de la Ley 
714, de 22 de enero de 1960, los documentos judiciales se deben retener en 
sus archivos correspondientes hasta que no transcurran 30 años de su archivo; 
y la propia Ley en su artículo 32 expresa que "el Director del Archivo Nacional 
es la única autoridad facultada para ordenar la destrucción de documentos de 
la administración pública del Estado en sus poderes, Ejecutivo, Legislativo y 
Judicial..., cuya notoria inutilidad permitan su destrucción sin perjuicio alguno 
...". 



Por su parte el artículo 51 (antiguo 49 del reglamento de los Tribunales 
Populares) establece que el Presidente del tribunal mantendrá estrecha 
vigilancia del archivo general del mismo y coordinará con el Archivo Nacional a 
fin de depositar en dicha Institución la documentación que posea, reteniendo 
solo la correspondiente a los últimos 30 años.  
Además, y al respecto, la Sala de Gobierno del tribunal Supremo Popular de 
Justicia por acuerdo número 694 de 31 de octubre de 1966, dispuso que los 
órganos judiciales entregarán a la Dirección del Archivo Nacional, por medio de 
la persona o personas que en cada caso éste designe, la documentación 
archivada definitivamente anterior en 30 años (contados a partir de la fecha en 
que se efectúe la depuración del archivo), con exclusión de los expedientes 
personales de toda clase, incluyendo los concernientes a los registradores de 
la propiedad y Mercantiles y Notarios que en ellos se encuentren; excluyéndose 
también los libros de radicación de asuntos, de actas de cada tribunal ..., los 
libros de sentencias y autos definitivos de todas clases; los cuadernos o libros 
de toma de posesión del cargo y su entrega por los funcionarios del orden 
judicial y los libros de actas de las sesiones celebradas por el Pleno y la Sala 
de Gobierno, respectivamente, del Tribunal Supremo y de las audiencias.  


